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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 825/2020-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., veinticinco de enero de dos mil veintiuno.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 825/2020-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, se tuvo a **********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía del Municipio de San Luis Potosí, de nombre **********
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las once horas del doce de enero del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: 
********** 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valr probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y el legítimo, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.
Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada con el nombramiento que obra agregado en autos a **********del expediente en que se actúa. 
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 02 vuelta a la 08 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI  en relación con el numeral 229 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    


SEXTO.-  El Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado, de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: 


El demandante esgrime que la boleta de infracción no está debidamente fundada y motivada, lo que dice se traduce en una violación a los artículos 164 fracción V, 167 y 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Más adelante refiere que en el caso en particular, la autoridad responsable omitió fundamentar y motivar debidamente la conducta y la sanción, toda vez que dice que la demandada para fundamentar la conducta infractora invocó los artículos 11, 129 fracción VI y 132 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.

Que dichos artículos no guardan relación con la conducta infractora ni con la sanción, puesto que de lo citado en tales artículos solamente especifican un deber pero que no dicen nada en cuestión de una sanción  o multa en caso de incumplimiento, lo que dice lo lleva a concluír que en ningún momento establece que la conducta desplegada por el agente activo (actor), sea susceptible de pena o sanción, por lo que evidentemente la hipótesis normativa no es aplicable al caso concreto, en virtud de que la autoridad no citó el precepto legal que sanciona la conducta infractora, ni tampoco la ley de ingresos en que se basa el monto de las mismas (UMA), por lo que dice que no existe seguridad y certeza jurídica. 

En cuanto a la motivación, dice que persiste la insuficiencia toda vez que no especifió el método de medición que utilizó para determinar que su vehículo estaba en circulación, qué vía de comunicación estaba transitando en ese momento, (calle, intersección, avenida, eje), qué equipo de telefonía estaba utilizando (número de serie, marca) lo anterior para otorgar certeza y seguridad jurídica a la veracidad de los hechos detectados, de ahí que se afirme que existe una indebida motivación ya que no están circunstanciados los hechos acontecidos en la realidad y menos acreditados.  (F. 02 VUELTA Y 03 VUELTA)

Pues bien, primeramente dice que la boleta de infracción no está debidamente fundada y motivada.

Es infundado el relatado agravio, ya que al remitirnos al acto impugnado, se aprecia claramente los preceptos legales en que se fundamentó dicha autoridad para la emisión del mismo siendo los artículos 4°, 5° 10 y 11 de la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 1°, 2°, 6° fracción I, 9°, 13, 14, 15 fracciones VI y VII, 16, 82, 83, 84 fracción I, 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94 y demás aplicables de la Ley de Tránsito el Estado de San Luis Potosí, en relación directa con los atículos  1°, 3° fracción II, 4 fracción VIII, 169, 170, 171 y 172 del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.

Por otra parte, los motivos y razones en que se basó la demandada, consistieron en que siendo las 17:50 diecisiete horas con cincuenta minutos del 05 de octubre del año 2020, la autoridad demandada Policía Vial se encontraba ubicado en la Carretera 57 esquina con la calle de Inglaterra de esta ciudad, cuando detectó al conductor de un vehículo Marca Peugeot Sedán Modelo 2014, Color Rojo y con Placas de Circulación VWA-244-Y, cometiendo infracciones de las contenidas en la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistentes en “Circular utilizando equipo de comunicación portatil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres”, por lo que una vez estando en alto el vehículo en mención, procedió levantar la infracción al conductor del mismo ya que éste,sí se encontraba presente, de ahí lo infundado de este agravio. 

Con lo anterior se aprecia que la demandada dio cabal cumplimiento a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos y de los que se duele el actor.

Además, esa circunstanciación sirvió de base a la demandada para la motivación de la sanción que le fue impuesta al demandante, tal y como se advierte en la fracción VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito para el Estado de San Luis Potosí, que dice: 
“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. 

Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga.

Así las cosas, se tiene entonces la existencia de una suficiente motivación y fundamentación en el acto que se combate, puesto que se citaron los preceptos legales que le sirvieron de apoyo a la autoridad para su emisión, una fundamentación y motivación que la  llevó a la conclusión de que los hechos en que participó el ahora actor, encuadraron en la hipótesis de los artículos señalados con antelación, resultando aplicable el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, GARANTIA DE.

Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.”

Por otro lado dice que la autoridad responsable omitió fundamentar y motivar debidamente la conducta y la sanción.

El agravio en mención es infundado, pues basta con remitirnos al acto impugnado para darnos cuenta que la autoridad demandada, fundamentó de forma debida dicha infracción así como la sanción que le fue impuesta al actor, tal y como se puede apreciar en el siguiente recuadro que dice: 
	CLAVE
	INFRACCION(ES)
	POR CONTRAVENIR DE FORMA FLAGRANTE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 

	116
	Circular utilizando  equipo de comunicación portatil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres.
	129 F VI RTM


De lo anterior, se desprende que la demandada se fundamentó en el artículo 129 fracción VI del RTM, que de acuerdo a tales abreviaturas, corresponden al Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, según se hace constar en la parte derecha del mismo acto que se impugna, además, porque así lo conciente el mismo actor, por lo que para tales efectos se transcribe el citado artículo que dice:    

“Artículo 129. En la circulación de vehículos se prohíbe:
VI. Utilizar equipos de radio comunicación portátil y telefonía móvil para el conductor de cualquier vehículo, salvo en el caso que emplee el accesorio conocido como manos libres”.

Entonces, la conducta infractora en que incurrió el actor y que la demandada la encuadró en el artículo aludido, son coincidentes unos con otros, puesto que claramente se establece la prohbición a los conductores de vehículos de circular utilizando equipos de radio comunicación portátil y telefonía móvil, sin utilizar el accesorio conocido como manos libres.

Por ello, es que no le asiste la razón al actor cuando dice que la demandada para fundamentar la conducta infractora invocó los artículos 11 y 132 del Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí.

En cuanto a la sanción que derivó de la comentada infracción, ésta se encuentra debidamente fundada en la forma en que ha sido señalado con antelación, esto es, quedo fundamentada en el aludido artículo 129 fracción VI y a la que le correspondó la clave 116. 
Ahora bien en cuanto a que no fue señalada la Ley de Ingresos en que se basó el monto de las (UMAS), ello no le causa perjuicio alguno, puesto que del mismo acto impugnado se desprende la cantidad a pagar por concepto de la conducta infractora en que incurrió, de ahí que no le asista la razón al actor.
Por otro lado, en su agravio consistente en que en la motivación  persiste la insuficiencia, toda vez toda vez que no especifió el método de medición que utilizó para determinar que su vehículo estaba en circulación, es infundado.
Se dice lo anterior, ya que la motivación en que se basó la demandada para la emisión del acto en cuestión, ha quedado señalada con antelación, sin embargo, para una mayor claridad, se trae a colación nuevamente dicha motivación y que consistió en que siendo las ********** cometiendo infracciones de las contenidas en la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistentes en “Circular utilizando equipo de comunicación portatil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres”
Reiterando la existencia de la motivación que ha quedado plasmada en la circunstaniación de los hechos ahí señalados y que sirvió  de base a la demandada para la imposición de la sanción de que fue sujeto el hoy actor, hechos que no son desvirtuados por el actor, lo que subsiste la presunción de legalidad del acto impugnado,   de ahí lo infundado de este Concepto.
En un Segundo Concepto de Impugnación el actor hace valer la incompetencia de la autoridad, con el argumento de que no está debidamente fundada la competencia por materia de grado y territorio para actuar en una via general de comunicación de carácter federal, esto es, para poder ejercer facultades de inspección y vigilancia en la Carretera Federal número 57, México Piedras Negras, tramo San Luis Potosí- Querétaro, kilómetro 000+300.

Que de lo anteriormente expuesto, dice que como en la boleta de infracción no se citó los dispositivos legales que la facultaran para imponer sanciones en una via general de comunicación de carácter federal, se viola el principio de legalidad establecido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El Concepto de estudio es infundado, toda vez que parte de una circunstancia falsa, puesto que del acto impugnado, no se advierte que la autoridad demandada haya emitido el acto que impugna en el lugar que refiere el actor. 
Se dicen lo anterior ya que al remitirnos al acto en mención, es de advertir con toda claridad que la autoridad demandada Policía Vial, se encontraba ubicado en ********** cometiendo una infracción que se hizo consistir en “Circular utilizando  equipo de comunicación portatil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres.” 
La Boleta de Infracción, al ser emitida por una autoridad en el ejercicio de sus funciones que por sí misma, es una prueba suficiente y fehaciente para acreditar legalmente el lugar, fecha y hora en que se cometió la conducta infractora por parte del hoy actor, apreciando entonces que se satisface a favor de la demandada la carga de probar que la conducta infractora se cometió en el lugar ahí señalado.

Por otro lado, resulta pertinente mencionar que el acto que se combate, goza de la presunción de legalidad que establece el segundo párrafo del artículo 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, misma que puede ser desvirtuada por quien lo impugna.

Entonces, si el demandante afirma que el acto emitido por parte del Policía Vial lo fue en la Carretera Federal número 57, México Piedras Negras, tramo, San Luis Potosí- Querétaro, kilómetro 000+300, es a él a quien le corresponde probar tal afirmación, ello de acuerdo a lo que establece el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, norma supletoria en materia administrativa de acuerdo a lo que establece el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, preceptos que para una mayor claridad se transcriben en su parte conducente y que dicen:    
Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

“ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código. 

A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.”
Código de Procedimiento Civiles del Estado de San Luis Potosí.

ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.
En el caso en particular, para desvirtuar la legalidad de dicho acto, la carga de la prueba corre como ya se señaló, a cargo del actor, en el sentido de que los hechos consignados por parte de la demandada en el acto de autoridad, ocurrieron en la Carretera Federal número 57, México Piedras Negras, tramo, San Luis Potosí- Querétaro, kilómetro 000+300, sin embargo, no existe prueba alguna por parte del actor que desvirtúe el contenido del lugar señalado en el acto en mención. 
Se dice lo anterior, puesto que las pruebas que aportó como medio de defensa para destruir la Boleta de Infracción fueron:

**********
**********
3.- Presuncional Legal y Humana.
4.- Instrumental de Actuaciones.

A la primera prueba documental y que lo es el acto impugnado, ya se le ha otorgado valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo, se prueba solamente lo en el contenido, esto es, la conducta infractora en que incurrió el hoy actor en el lugar, fecha y hora ahí señalados.

Con la documental segunda, se le otorga valor de indicio, en virtud de haber sido ofrecida en copia simple, lo que quiere decir que solamente se presume la existencia del documento original, entonces, para que tenga valor probatorio pleno, tendría que reforzarse con otras pruebas documentales, sin que en el presente caso así haya acontecido.

Aún y cuando se le hubiera otorgado valor probatorio pleno, con ello no se acreditaría que los hechos señalado en el acto impugnado acontencieron en el lugar que refiere el actor.
Aunado a lo anterior, la factura se encuentra expedida a nombre de tercera persona ajena a la Litis, **********no así que se encuentre directamente dirigida al actor.       

En cuanto a la prueba relativa a la Presuncional Legal y Humana, no le favorece en lo absoluto a su oferente, puesto que del contenido del expediente que ahora se resuelve, no se aprecian deducciones que deriven de hechos o del derecho invocado en el presente juicio.

Po último y en cuanto a la Instrumental de Actuaciones, corre la misma suerte que la anterior, en el sentido de que no produce beneficio a su ofertante, pues no hay constancia en el presente sumario, que sea susceptible de hacer valor probatorio pleno y justificar los extremos de su defensa.
Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como legal y válido. 

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados en parte e inoperantes por otra, de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Registro: 238924, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 30, Tercera Parte, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: Página: 57, Genealogía: Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 402, página 666.





